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El aplazamiento del Proyecto Hidroeléctrico Paute Mazar: 

una interpretación desde las Ciencias Sociales
Paulino Washima*

Foto: Paulino Washima/CortesíaEl embalse de la Hidroeléctrica Mazar, sureste de Ecuador.

nal de Electrificación 1980-1984 como una etapa en el 
desarrollo del Proyecto Paute Integral (INECEL, 1979). 
La implementación del Proyecto Paute Integral incluía 
la construcción del Proyecto Mazar, la Central Molino 
que está en operación1 y el Proyecto Sopladora estu-
diado a nivel de factibilidad (ACOTECNIC, 2006: 82). 
Según la planificación de finales de la década de 1970, 
debía entrar en operación en 1990 (INECEL, 1979); sin 
embargo, su construcción inició en el año 2005 y la 
primera turbina de generación entró en operación a 
mediados del 2010.

El Proyecto Mazar se planificó para retener los sedi-
mentos que disminuyen la vida útil de la Central Mo-
lino y utilizar su embalse (muy superior al embalse 
de la Central Molino) para regular el caudal en épocas 
de estiaje. Esto significa el almacenamiento de agua 
durante el invierno y su aprovechamiento en periodos 
de sequía prolongados. Se estima que la generación 
conjunta entre las centrales hidroeléctricas de los pro-

Un proyecto imprescindible 
El Proyecto Hidroeléctrico Paute Mazar, más conocido 
como Proyecto Mazar, fue concebido en el Plan Nacio-

Resumen
En este artículo se presentan, desde el enfoque 
de las ciencias sociales, los principales ele-
mentos políticos, técnicos y económicos que 
condicionaron el inicio de la construcción del 
Proyecto Hidroeléctrico Paute Mazar durante 
más de 25 años (1979-2005). Tras constatar la 
dificultad de una efectiva rendición de cuen-
tas del manejo del sector eléctrico por parte 
de las autoridades, se ilustra la incidencia de 
los paradigmas ideológicos en los modelos de 
gestión del sector eléctrico y cómo el cambio 
entre modelos de desarrollo puede afectar la 
planificación de generación eléctrica. 

*   Paulino Washima es Ingeniero Electrónico y Máster (c) en Gobernanza 
Energética por Flacso-Ecuador.

1 La Central Molino es más conocida como Central Paute, es la mayor 
generadora de energía eléctrica del sistema eléctrico ecuatoriano en 
la actualidad.
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O yectos Mazar y Molino, gracias a la regulación de cau-
dales, podría llegar a producir 6.400 GWh/año (CO-
NELEC, 2009: 210). Esto representa más de la tercera 
parte del total de la energía eléctrica generada por el 
sistema eléctrico ecuatoriano durante el 2008.

La operación del Proyecto Mazar constituye un gran 
aporte a la generación hidroeléctrica nacional, tanto 
por la propia generación de las turbinas del proyecto 
como por la generación adicional de la Central Molino 
gracias a la regulación de caudales. En este sentido, 
el aporte integral en energía eléctrica del Proyecto 
Mazar al sistema eléctrico ecuatoriano se estima en 
1.700 GWh adicionales por año. Con la operación del 
Proyecto Mazar, esta energía reemplazará a la misma 
magnitud de energía generada 
por centrales termoeléctricas. 
Según el CONELEC (2010: 6) 
cada kWh generado con combus-
tible diesel cuesta 0,113 USD 
aproximadamente.2 Por lo tanto, 
es posible afirmar que la opera-
ción conjunta Mazar-Molino per-
mitirá al Estado un ahorro  su-
perior a 192 millones de dólares 
al año, sin considerar los costos 
de la importación de combusti-
bles. Esta cifra llama la atención 
cuando se contrasta con el costo 
total del Proyecto Mazar, que 
no supera los 400 millones de 
dólares.3

El Proyecto Mazar en 
la historia del sector 
eléctrico ecuatoriano
Pese a la importancia téc-
nica del Proyecto Mazar, su 
construcción se retrasó durante 
décadas. Los condicionantes de tal retraso se encuen-
tran en variables políticas, sociales y económicas que 
han ejercido presión sobre todas las agendas secto-
riales de la política pública. En este sentido, el sector 
eléctrico ecuatoriano no ha permanecido ajeno a los 
cambios en los paradigmas económicos e ideológicos 
que predominan en las tendencias globales de mane-
jo de los sectores estratégicos. En el caso del Ecua-
dor, desde mediados de la década de 1970 hasta la 
actualidad, se han presentado diferentes paradigmas 
respecto a cuál debe ser el modelo de gestión ideal 
del sector eléctrico.

Por ejemplo, en 1970 la dictadura militar creó el Fon-
do Nacional de Electrificación, constituido por el 47% 
de las regalías de los hidrocarburos que produjera el 
país en 1974. Este porcentaje se redujo al 35% desde 
1975 (INECEL, 1979: 4). La orientación ideológica se 
basaba en el Estado del Bienestar, una concepción 
ampliamente difundida después de la Segunda Gue-
rra Mundial, y que se sustentaba en que el Estado era 
el responsable de garantizar el bienestar de la pobla-
ción. El bienestar así entendido, consistía en otorgar 
a la población todas las facilidades materiales para 
satisfacer sus necesidades, la naturaleza se asumía 
como una fuente inagotable de recursos y disponer de 
energía era imprescindible para alcanzar el desarrollo.

La década de 1980, en cambio, 
representó el inicio de un re-
pliegue en la capacidad estatal 
para ejercer soberanía sobre 
los sectores estratégicos. Los 
principales factores que deter-
minaron esta década, fueron 
las críticas al modelo del Estado 
del Bienestar por considerar-
lo ineficiente (Kellow, 1996), y 
el liderazgo internacional que 
ejercieron dos personajes de la 
política mundial: Ronald Reagan 
y Margaret Thatcher (Xu, 2005). 
En el caso ecuatoriano, a estos 
factores se sumó la crisis econó-
mica provocada por la baja en 
el precio del barril de petróleo 
y la exigencia de los acreedores 
externos para cobrar la deuda 
contraída por el país durante 
los setentas. De esta forma, el 
aplazamiento de varios proyec-
tos de infraestructura, incluido 
el Proyecto Mazar, inició en el 

gobierno de Oswaldo Hurtado, en 1981, quien a través 
de medidas conocidas como la “economía de ajuste 
estructural”, estableció una intensa contracción del 
gasto público, que limitaba las inversiones en varios 
proyectos previamente establecidos (Thoumi y Grind-
le, 1992). En la misma línea ideológica, el gobierno de 
León Febres Cordero, continuó con las medidas y en 
1985 eliminó las regalías petroleras para el INECEL (Re-
vista Líderes, 1999; Oleas y Cardoso, 2005). El Proyec-
to Mazar debía empezar a construirse en el año 1985, 
pero dichas razones lo excluyeron de ser considerado 
en la agenda del presupuesto estatal. 

El debilitamiento de la empresa estatal de electricidad, 
INECEL, durante la década de 1980, se hizo pública-
mente evidente durante la década de 1990. Al aplaza-
miento de varios proyectos de generación previamente 
planificados se sumó el aumento de la demanda de ener-
gía eléctrica y la variabilidad climática de la cuenca 
del río Paute. La mayor crisis de la historia del sector 

“Pese a la importancia 
técnica del Proyecto 

Mazar, su construcción se 
retrasó durante décadas. 

Los condicionantes de 
tal retraso se encuentran 

en variables políticas, 
sociales y económicas que 

han ejercido presión...”

2 La información del CONELEC utiliza el valor al mercado del galón de 
diesel. Un cálculo más real del costo de la generación termoeléctrica 
para el Estado debería incluir el valor del combustible sin el subsidio.
3 Hasta el 15 de septiembre de 2010 no ha entrado en operación la 
segunda turbina de la Central Mazar, lo cual limita obtener un valor 
más real del costo final del proyecto. Sin embargo, numerosas declara-
ciones oficiales de Hidropaute, CELEC y notas de prensa, establecen un 
costo aproximado de 400 millones para el proyecto.
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eléctrico ecuatoriano se mostró en los apagones y ra-
cionamientos eléctricos que sufrió el país ininterrum-
pidamente entre noviembre y marzo4 desde 1992 has-
ta 1997. Para enfrentar esta situación las autoridades 
realizaron inversiones en generadoras térmicas que no 
lograron evitar por completo los racionamientos,5 que 
únicamente cesaron en 1998 cuando entró en opera-
ción la interconexión eléctrica con Colombia. 

Desde un enfoque de política pública, cuando las au-
toridades se enfrentan a un problema social masivo, 
pueden elegir dar una respuesta simbólica, y lo pue-
den hacer a través de “reglamentar una pequeña parte 
del problema que tenga un valor simbólico, pero sin 
atacar verdaderamente el fondo” (Meny y Thoening, 
1992: 126). En este caso, el valor simbólico está en la 
suspensión de los apagones de manera provisional, 
pero el problema de fondo, en cuanto al déficit de ge-
neración hidroeléctrica, permanece. 

Por otra parte, las demandas sociales frente a los cor-
tes y racionamientos eléctricos ejercen presión en las 
autoridades para que solucionen el problema de abas-
tecimiento energético de manera inmediata, pero no 
toman posición por alguna solución técnica particular. 
Esta realidad es aprovechada por los actores del siste-
ma político, que hábilmente establecen una interpre-
tación y asignan responsabilidades de las crisis. Esto 
se debe a que la complejidad técnica del sector eléctri-
co limita una efectiva rendición de cuentas del manejo 
del sector por parte de las autoridades. Además, im-
pide que los problemas del sector eléctrico, si no son 
públicamente evidentes, se masifiquen como proble-
mas sociales y obtengan prioridad en la agenda de las 
políticas públicas (Washima, 2010). Por lo tanto, las 
autoridades y la mayoría de la población se someten 
a los criterios “técnicos” de los “expertos” del sector 
eléctrico, según lo señalado en su momento por Ke-
llow (1996).

En tal virtud, el escenario de los apagones y raciona-
mientos eléctricos configura una oportunidad para di-
reccionar políticamente el rumbo del sector. Así lo hizo 
el ex presidente Sixto Durán Ballén en 1996, cuando 
culpó de los apagones y racionamientos al Congreso 
Nacional por retrasar la aprobación de la Ley de Régi-
men del Sector Eléctrico (LRSE). 

También los trabajadores del sector eléctrico aprove-
charon la coyuntura de los apagones para posicionar 
en la sociedad su interpretación de la crisis energéti-
ca. Desde una óptica técnica y normativa, identificaron 

el problema en el bajo aprovechamiento de las fuentes 
de energía disponibles en la naturaleza. De un modo 
más específico, para los trabajadores de la Central Mo-
lino, el problema de los racionamientos eléctricos era 
la falta del Proyecto Mazar. Este discurso permeó en 
un amplio sector de la sociedad y especialmente en las 
provincias donde se ubica el Proyecto: Azuay y Cañar.

Las autoridades locales
frente al Proyecto Mazar
Según Meny y Thoening (1992: 126) “la acción públi-
ca está marcada por un imperativo de legitimidad […]. 
Este imperativo es particularmente fuerte en el seno 
de las entidades locales. Se trata, para ellas, de justi-
ficar su acción convenciendo a sus públicos”. El Pro-
yecto Mazar siempre fue de gran interés para las au-
toridades locales de las provincias de Cañar y Azuay, 
especialmente. Desde un enfoque de política pública 
de infraestructura, su principal interés se relaciona 
con el monto de inversión en el territorio. Los actores 
políticos locales con frecuencia buscan una mayor par-
ticipación sobre las rentas nacionales y aspiran capi-
talizar políticamente las inversiones en infraestructura 
sobre el territorio de su jurisdicción (Button, 2006).

Este interés de los actores políticos locales puede 
desagregarse en varios componentes. En generación 
de fuentes de empleo, por ejemplo, el Proyecto Ma-
zar ofrecía a finales del año 2004 la creación de por lo 
menos 2.300 puestos de trabajo durante su construc-
ción (Diario Hoy, 2004). Como un proyecto de tal en-
vergadura necesita vías de acceso, las autoridades de 
Azuay y Cañar supieron sacar ventaja de esta nece-
sidad; parte de la infraestructura financiada para el 
Proyecto Mazar incluyó la construcción de la vía Ma-
trama-Pindilig-Rivera-Mazar en la provincia de Cañar y 
el mantenimiento y mejora de la vía El Pan-Sevilla de 
Oro-Mazar en Azuay (ACOTECNIC, 2006).

Foto: Paulino Washima/CortesíaSubestación y línea de transmisión 
eléctrica de la Central Mazar.

4 Estos meses son los más secos en la cuenca amazónica ecuatoriana, 
donde se ubica el río Paute.
5 Una situación similar se vivió a fines de 2009, cuando las autoridades 
del sector eléctrico recurrieron a los racionamientos eléctricos y a la ins-
talación de nuevas centrales termoeléctricas para enfrentar el déficit 
de generación. Aunque el discurso del gobierno en política eléctrica se 
enfoca en el cambio de la matriz energética y el aprovechamiento del 
potencial hidroeléctrico, la infraestructura requiere varios años para 
construirse y la presión política obligó al gobierno a importar genera-
doras térmicas, tal como a sus predecesores.
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Con la vigencia de la Ley de Régimen del Sector Eléctri-
co desde 1996, el INECEL se dividió en seis sociedades 
anónimas de generación y una de transmisión, todas 
propiedad del Fondo de Solidaridad. Hidropaute S.A. 
fue la compañía estatal a cargo de la operación de la 
Central Molino.

La LRSE estableció la libre competencia entre todas las 
generadoras del país e Hidropaute S.A. sacó ventaja 
de esta situación. Al tratarse de la central con menores 
costos de generación, desde el año 2000 consiguió acu-
mular un ahorro de aproximadamente 45 millones de 
dólares cada año.6 Este flujo anual de recursos alentó 
al personal de Hidropaute S.A. a solicitar la concesión 
del Proyecto Mazar para financiar su construcción me-
diante un flujo de caja proyectado de la venta de energía 
conjunta entre el Proyecto Mazar y la Central Molino. Sin 
embargo, la posibilidad de que una compañía de propie-
dad estatal como Hidropaute S.A. asuma la concesión 
de una obra de infraestructura energética, contradecía 
los objetivos de la LRSE, que propendía a la inversión 
privada y no consideraba una responsabilidad del Esta-
do en la propiedad de la infraestructura de generación. 

Es interesante observar cómo esta alternativa de 
construcción, diseñada desde un enfoque técnico, re-
quiere de decisión política para su ejecución. En el año 
2002 Hidropaute S.A. era propiedad del Fondo de Soli-
daridad y requería de su aprobación para asumir la con-
cesión del Proyecto Mazar. Como funcionarios públicos 
sujetos al aparato burocrático del Estado central, no 
tenían la suficiente fuerza para lograr una respuesta 
positiva a su propuesta de financiamiento. Para lograr-
lo esgrimieron una estrategia de masificación local del 
problema que consistió en involucrar a actores políticos 
de las provincias de Cañar, Azuay y Morona Santiago 
para que se unan en el objetivo. En otras palabras, el 
personal de Hidropaute S.A. hizo lobby para sumar a su 
causta el peso político de los prefectos y alcaldes de es-
tas provincias (Washima, 2010). 

Luego de varias disputas entre el gobierno del enton-
ces presidente Lucio Gutiérrez y las autoridades regio-
nales, la estrategia tuvo éxito. El gobierno suscribió la 
concesión del Estado al propio Estado a través de una 
de sus empresas. Así, Hidropaute S.A. asumió la con-
cesión del Proyecto Mazar y el gobierno comprome-
tió los recursos necesarios para su construcción, que 
inició en el año 2005, más de 25 años después de ser 
propuesto formalmente por el INECEL. La resistencia 
inicial del gobierno de Lucio Gutiérrez al mecanismo 
de financiamiento propuesto por Hidropaute S.A. se 
explica a través del cálculo político de las autoridades, 
que se muestran reticentes a comprometer parte del 
presupuesto en obras de infraestructura que no inau-
gurarán durante su gobierno (Button, 2006). 

El periodo definitorio de la construcción del Proyecto 
Mazar ilustra la confrontación entre la visión norma-
tiva de los técnicos, y la visión subjetiva y calculadora 
de los políticos. Por una parte, la creciente demanda 
de energía tiene una respuesta técnicamente obvia: 
aprovechar el potencial disponible en la naturaleza y 
de menor costo a largo plazo. Sin embargo esta solu-
ción, aparentemente trivial, llega a quien toma la de-
cisión junto a otros requerimientos y disputas sobre el 
presupuesto. Es la autoridad política quien tiene que 
decidir entonces sobre lo que considere más apropia-
do, desde una visión ideológica y casi siempre bajo el 
cálculo político de sus acciones (Washima, 2010). 

6 Entrevista a René Morales, ex Presidente Ejecutivo de Hidropaute S.A. 
entre 1999 y 2007. Realizada el viernes 7 de mayo de 2010.


